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Bogotá D.C., veintitrés (23) de junio de dos mil veintiuno (2021)  

  

1. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO   

Procede el Despacho a pronunciarse respecto de la viabilidad de redosificar la pena impuesta a la 
sentenciada JORGE ARCADIO RAMÍREZ LÓPEZ, en aplicación de la Ley 1826 de 2017.    

2. ACTUACIÓN PROCESAL  

2.1 El 15 de octubre de 2002, el Juzgado 8° Penal del Circuito Especializado de Descongestión de esta ciudad, 
condenó a JOSÉ ARCADIO RAMÍREZ LÓPEZ, como autor responsable del delito de SECUESTRO EXTORSIVO, 

a la pena principal de 196 MESES DE PRISIÓN, a la accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y 
funciones públicas por un lapso igual a la pena principal. Así mismo, fue condenado al pago de perjuicios 
equivalentes a 4 SMLMV. Decisión en la que le fue negada la suspensión de la ejecución de la pena. 

2.2 En atención al recurso formulado por los procesados, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Bogotá, en sentencia del 21 de enero de 2003, confirmó la providencia del 15 de octubre de 
2002. 

2.3. JOSÉ ARCADIO RAMÍREZ LÓPEZ fue privado de la libertad el por cuenta de estas diligencias el 21 de 

diciembre de 2001.  

2.4. Mediante proveído del 9 de septiembre de 2009, el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad de Tunja Boyacá le otorgó al penado el subrogado penal de la libertad condicional, por un periodo de 
prueba de 75 meses y 24.5. A favor del precitado se emitió la Boleta de Libertad No. 048, radicada el 14 de 
septiembre de 2009 en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Combita. 

2.4. El 25 de junio de 2018, luego de surtido el traslado de que trata el artículo 486 de la Ley 600 de 2000, se 
procedió a revocar el subrogado penal otorgado JOSÉ ARCADIO RAMÍREZ LÓPEZ. 

2.5. En virtud a las órdenes de captura expedidas, el 12 de junio de 2019 fue aprehendido RAMÍREZ LÓPEZ, y 

puesto a disposición de estas diligencias. 

3. CONSIDERACIONES   

3.1.- PROBLEMA JURÍDICO  

Establecer, si resulta procedente redosificar de oficio la pena impuesta al condenado, conforme lo dispuesto en la 
Ley 1826 de 2017, en aplicación del principio de favorabilidad.  

3.1.1.- En el esquema procesal de la Ley 906 de 2004, fueron fijadas las competencias para el ejercicio de la 

función judicial de los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, estableciéndose así un ámbito 
específico de ejercicio jurisdiccional, el cual se encuentra contenido en el artículo 38 ibídem, norma que señaló:  

“…ARTÍCULO 38. DE LOS JUECES DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD. Los jueces de 

ejecución de penas y medidas de seguridad conocen:  
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…7. De la aplicación del principio de favorabilidad cuando debido a una ley posterior hubiere lugar a 
reducción, modificación, sustitución, suspensión o extinción de la sanción penal.  

Bajo el anterior derrotero legal, corresponde a los juzgados de ejecución de penas la vigilancia de las sentencias 
condenatorias debidamente ejecutoriadas, y como regla general no hay lugar a la modificación de las mismas, 
como quiera que una vez la sentencia condenatoria ha cobrado ejecutoria, goza de presunción de acierto y 
legalidad.   

Sin embargo, la ley faculta a los jueces de esta especialidad para realizar la modificación de la sanción penal 
cuando hay lugar a la aplicación del principio de favorabilidad, esto es, debido a la entrada en vigencia una nueva 
ley que modifica o deroga la anterior, siendo esta más favorable para el sentenciado.  

El principio de favorabilidad se encuentra consagrado en el artículo 29 de la Carta Política, que previó: “en materia 
penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o 
desfavorable”.  

Al respecto, la Sala de Casación Penal de la Honorable Corte Suprema de Justicia, se pronunció diciendo:  

“La Corte ha enfrentado los permanentes cambios legislativos que el Congreso de la República introduce al 
ordenamiento jurídico, especialmente a los códigos penales sustantivo y adjetivo, desarrollando desde siempre 
el criterio de la favorabilidad para aplicar la ley más generosa al interesado, situación que se presenta (1) cuando 
se da un tránsito legislativo, porque una nueva ley deroga la anterior, y, (2) cuando se da el fenómeno de 
coexistencia de leyes, ocasiones en las que debe aplicarse la ley más benigna.”2   

Posteriormente, y frente al mismo tema la Alta Corporación señaló:  

“En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva 
o desfavorable. El principio de favorabilidad no distingue entre normas sustantivas o procesales, debe 
aplicarse conforme las circunstancias de cada caso concreto, las cuales deben ser zanjadas por las 
autoridades judiciales competentes. Para su aplicación se exige que exista una sucesión de normas en el 
tiempo o tránsito legislativo, la regulación de un mismo supuesto de hecho que conlleve consecuencias jurídicas 
distintas y la permisibilidad de una disposición frente a la otra. Por último, en lo relacionado con la entrada a regir 
de la Ley 906 de 2004 en el territorio nacional, esta puede ser aplicada en virtud del principio de favorabilidad, a 
pesar de su implementación progresiva, siempre que concurran los presupuestos materiales que la jurisprudencia 
ha señalado para ello.“3 (Negrilla fuera de texto).   

3.1.2. Con la entrada en vigencia de la Ley 906 de 2004, se implementaron rebajas generosas en las penas 

conforme la aceptación de cargos en las diferentes etapas procesales, ello con el fin de evitar desgastes en la 
realización de la investigación a cargo de la Fiscalía General de la Nación y el desarrollo de largos juicios con 
miras a desvirtuar la presunción de inocencia del procesado.  

Es así que, dicha normativa sustancial en principio planteó que las personas que se allanaran a cargos en la 
audiencia de formulación de la imputación accederían a una rebaja de hasta la mitad de la pena imponible, quienes 
lo hicieran en la audiencia preparatoria de hasta una tercera parte de la condena4 y de una sexta parte una vez 
instalada la audiencia de juicio oral previo a las alegaciones iniciales5.   

Posteriormente, el parágrafo del artículo 57 de la Ley 1453 de 2011, restringió la disminución inicialmente 
concedida para aquellos eventos en que el capturado fuera sorprendido y aprehendido en alguna de las 
circunstancias que configuran la flagrancia, es decir, en las contempladas en el artículo 301 de la Ley 906 de 
20046, pues limitó dicha rebaja a hasta la cuarta parte del beneficio de que trata el artículo 351 de la Ley 906 de 
20047.  

Es así que, con ocasión a la expedición de la Ley 1826 de 2017, y, con ello la implementación del Sistema Penal 
Abreviado como un “intento recurrente de descongestionar el sistema judicial, a través de la creación de un 
proceso especial compuesto por mecanismos ágiles y desprovistos de mayores ritualidades que permitan ofrecer 
un trato diferenciado para conductas de menor lesividad”8, el legislador creó un mecanismo procesal expedito y 
exclusivo de algunas conductas punibles, las cuales enlistó en su artículo 10º, y que a su turno prevé:   

  



Condenado: José Arcadio Ramírez López C.C. 3.236.059 
CUI: 11001-31-07-007-2002-00115-01 
Radicación Nº 84708-15 
Interlocutorio Nº 812 

 

  

 

   
 

“ARTÍCULO 534. ÁMBITO DE APLICACIÓN. <Artículo modificado por el artículo 4 de la Ley 1959 de 2019. 
El nuevo texto es el siguiente:> El procedimiento especial abreviado de que trata el presente título se 
aplicará a las siguientes conductas punibles:  

1. Las que requieren querella para el inicio de la acción penal.  

2. …; hurto calificado (C.P. artículo 240); hurto agravado (C.P. artículo 241), numerales del 1 al 10”.  

En caso de concurso entre las conductas punibles referidas en los numerales anteriores y aquellas a las 
que se les aplica el procedimiento ordinario, la actuación se regirá por este último.  

PARÁGRAFO. Este procedimiento aplicará también para todos los casos de flagrancia de los delitos 
contemplados en el presente artículo.” (Negrillas fuera del texto).  

Por su parte, el artículo 16 que a su vez adicionó el artículo 539 a la Ley 906 de 2004, canon que hace referencia 
a la aceptación de cargos:  

“ARTÍCULO 539. ACEPTACIÓN DE CARGOS EN EL PROCEDIMIENTO ABREVIADO. Artículo adicionado por 

el artículo 16 de la Ley 1826 de 2017. Rige a partir del 12 de julio de 2017. El nuevo texto es el siguiente: 

Si el indiciado manifiesta su intención de aceptar los cargos, podrá acercarse al fiscal del caso, en cualquier 
momento previo a la audiencia concentrada.  

La aceptación de cargos en esta etapa dará lugar a un beneficio punitivo de hasta la mitad de la pena. En ese 
caso, la Fiscalía, el indiciado y su defensor suscribirán un acta en la que conste la manifestación de aceptación 
de responsabilidad de manera libre, voluntaria e informada, la cual deberá anexarse al escrito de acusación. Estos 
documentos serán presentados ante el juez de conocimiento para que verifique la validez de la aceptación de los 
cargos y siga el trámite del artículo 447.  

El beneficio punitivo será de hasta una tercera parte si la aceptación se hace una vez instalada la audiencia 
concentrada y de una sexta parte de la pena si ocurre una vez instalada la audiencia de juicio oral.  

PARÁGRAFO. Las rebajas contempladas en este artículo también se aplicarán en los casos de flagrancia, 
salvo las prohibiciones previstas en la ley, referidas a la naturaleza del delito.”  

Frente a la rebaja punitiva contemplada en la Ley 1826 de 2017 y en aplicación al principio de favorabilidad, 
respecto a los casos en que procede su aplicación, la Sala de Casación Penal de la H. Corte Suprema de Justicia 
en decisión del 23 de mayo de 2018 radicado 51989, con ponencia del Doctor José Luis Barceló Camacho, 
precisó:   

“…10. En resumen, la Ley 1826, para los casos en los que ha existido captura en flagrancia, contiene un 
tratamiento punitivo más favorable por efecto de la aceptación de cargos en la primera oportunidad procesal 
habilitada para ello (rebaja de hasta la mitad de la pena) que el contemplado en la Ley 906 de 2004 para los 
mismos eventos (rebaja del 12.5% de la pena). Por consiguiente, al cumplirse los presupuestos de operatividad 
del principio de favorabilidad de la ley penal, en el presente caso debe aplicarse de preferencia y con 
retroactividad, lo dispuesto por la normatividad de 2017…” 

Es así que, conforme la anterior reseña jurisprudencial y descendiendo al caso concreto se tiene que en favor 
JOSÉ ARCADIO RAMÍREZ LÓPEZ  no resulta procedente la redosificación de la pena en aplicación del principio 

de favorabilidad, respecto de la rebaja contenida en el artículo 16 de la Ley 1826 de 2017, por expresa disposición 
legal, atendiendo que la precitada fue condenado por el delito de “SECUESTRO EXTORSIVO”, punible que no 

se encuentra incluido en el catálogo de delitos reseñados en el artículo 10 ibìdem, que prevé las conductas 
susceptibles de ser tramitadas por el procedimiento penal abreviado.  En concordancia se tiene Sentencia T 
105135 STP8771 DE 2019 emitida en sede de tutela por la Honorable Corte Suprema de Justicia. 

Por tanto, se itera que los delitos por los cuales fue condenado el precitado penado no se encuentran inmersos 
en los beneficios contemplados en el artículo 10 de la norma en cita.  

  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1826_2017.html#16
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr010.html#447
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En consecuencia, y sin más elucubraciones el Despacho negará la solicitud de redosificación de la pena por vía 
de la Ley 1826 de 2017, impetrada por  el señor JOSÉ ARCADIO RAMÍREZ LÓPEZ      

En mérito de los expuesto, EL JUZGADO QUINCE DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 
DE BOGOTÁ  

RESUELVE   

PRIMERO: NEGAR la REDOSIFICACION DE LA PENA impuesta, a JOSÉ ARCADIO RAMÍREZ LÓPEZ, por lo 

expuesto en la parte motiva de esta decisión.                  

SEGUNDO: NOTIFICAR PERSONALMENTE a la sentenciada JOSÉ ARCADIO RAMÍREZ LÓPEZ, quien se 

encuentra privado de la libertad en la cárcel La Modelo 

TERCERO: REMITASE copia de la presente determinación a la Oficina de Asesoría Jurídica establecimiento 

carcelario para la actualización de la hoja de vida de la penada.  

CUARTO: Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y apelación.  

  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

  

CATALINA GUERRERO ROSAS  

JUEZ  
Condenado: José Arcadio Ramírez López C.C. 3.236.059 

CUI: 11001-31-07-007-2002-00115-01 
Radicación Nº 84708-15 

Interlocutorio Nº 812 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

CATALINA  GUERRERO ROSAS  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 015 EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a 

lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 



Condenado: José Arcadio Ramírez López C.C. 3.236.059 
CUI: 11001-31-07-007-2002-00115-01 
Radicación Nº 84708-15 
Interlocutorio Nº 812 

 

  

 

   
 

 

Código de verificación: 

b1c6ada7c42e334a866bb1c96cf64c95890e38cba6d6e9091d4a9bbb580d42ba 

Documento generado en 23/06/2021 02:20:33 p. m. 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 


